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Para Marcelina Benard Ibarra e Ignacio León Torres





Introducción

 



Plata o plomo. Placa o plomo. Plaza o plomo. Tamaulipas o plomo.


Durante décadas, los mexicanos hemos asistido al siempre triste y patético espectáculo de la presentación de los más consumados criminales, de los narcotraficantes sedientos de dinero y sangre que han succionado la paz de México hasta convertirlo en un cadáver con la piel pegada al hueso, tirado al lado de la carretera del desarrollo, del bienestar.


Decenas de veces hemos visto en las primeras planas de los diarios y más, mucho más, al inicio de los noticieros de televisión, a un hombre cabizbajo, esposado, con la boca seca, a quien el Gobierno federal presenta como «uno de los más buscados» y cuya captura —producto del esfuerzo de «meses de inteligencia policial»— es, sin duda, el más contundente golpe al corazón del crimen organizado, del que la delincuencia difícilmente se repondrá.


Y a nadie parece importarle cómo, al día siguiente, el desfile de ataúdes continúa por los pueblos y ciudades mexicanos que había hecho suyos el capo enviado a alguna de las cárceles de máxima seguridad.


En ocasiones, las autoridades filtran la imagen de un capo muerto, abatido: la sangre seca, la camisa levantada, los pantalones abajo, los agujeros en el cuero y la mirada hacia la nada, a donde siempre miran los 150 000 muertos de esta supuesta guerra contra las drogas. Se alega que el cobarde sujeto ahí muerto se resistió al valiente arresto que, en irrestricto apego a los derechos humanos, cien o doscientos valientes militares intentaron hacer. Pero eso qué importa, si el cadáver es prueba de la desconexión de la principal ruta de drogas.


Y a nadie parece importarle que, al poco tiempo, se conozca el incremento en el consumo de todas las drogas recreativas, legales e ilegales, en todos los grupos de edad.


Muchas veces menos, los medios de comunicación tratan a un funcionario como delincuente; y aún es más rara la vez en que se trata a un político relevante en esos términos y, si así ocurre, es más porque ha caído en la desgracia política, que por la necesidad de llevar a prisión a un beneficiario del hambre de cincuenta y cinco millones de mexicanos. Alguien, el procurador de ahora o de hace cincuenta años, dice alguna de las siguientes frases o, peor aún, todas ellas: «Nadie está por encima del estado de derecho», «llegaremos hasta las últimas consecuencias», «caiga quien caiga y pésele a quien le pese».


En la reciente, pero sustanciosa historia delincuencial mexicana, sólo dos gobernadores han ido a prisión por sus vínculos con el narcotráfico: el quintanarroense Mario Villanueva Madrid, el Chueco, socio del Cártel de Juárez, y Jesús Reyna, benefactor de Los Caballeros Templarios de Michoacán.


Ninguno más durante más de medio siglo, tiempo en el que México se ha convertido en la mayor potencia mundial de las drogas.


Durante la presente administración federal, el Gobierno de Enrique Peña Nieto ha centrado sus esfuerzos en la captura de «122 objetivos prioritarios», como se llama en un pretendido y pedante lenguaje policiaco-científico a 122 matones, extorsionadores, secuestradores, sembradores de marihuana y amapola, refinadores de heroína, transportistas de cocaína y vendedores de armas.


Pero no hay uno solo entre esos 122 personajes que lleve el cuello blanco, los zapatos limpios y la cara en alto cuando el pecho se le inunda de gallardía al entonar el Himno Nacional mexicano en algún Congreso local, por ejemplo, el de Tamaulipas, donde Tomás Yárrington Ruvalcaba y Eugenio Hernández Flores se convencieron e intentaron convencer a sus gobernados de que su existencia fue lo mejor que pudo ocurrirle a los tamaulipecos… y a los mexicanos, si consideramos que el primero de ellos quiso ser presidente de México y, siendo priista como lo es, y siendo admitido como precandidato por su partido como lo fue, pudo lograrlo.


Menos mostrada es la foto en que Tomás Yárrington aparece sentado en el asiento del acompañante de una camioneta conducida por Peña Nieto. El tamaulipeco viste una camisa blanca desabrochada y el mexiquense una camisa roja de manga corta, roja PRI, también abierta hasta el pecho, pues, que nadie lo dude, esos dos son más que bragados para el trabajo.


O esa otra que retrata otro momento, en otra camioneta: el chofer es el mismo Peña Nieto, pero a su lado aparece Eugenio, sucesor de Tomás. Ambos visten de traje oscuro, pero sonríen con soltura y saludan como lo hacen los que saben que quienes los miran sólo pueden concluir una cosa: «¡Qué muchachos tan guapos son esos del PRI!».


Hoy, ambos ex gobernadores son considerados como promotores del narcotráfico y lavadores de dinero durante una de las épocas más violentas del México posrevolucionario. No sólo son ubicados en esa categoría por los tamaulipecos, que así los han calificado a ellos y a una docena de sus predecesores desde hace muchos años, sino también por las agencias antidrogas y de persecución criminal de Estados Unidos, principales fuentes investigativas del Gobierno mexicano sobre el narcotráfico.


Ni Tomás ni Eugenio aparecen en la lista de los «122 objetivos prioritarios».


No importa que ellos y quienes los precedieron, destacadamente Manuel Cavazos Lerma, hoy senador de la República, se hayan enriquecido con la muerte atroz de, al menos, 7 200 tamaulipecos durante los últimos diez años. Y nadie con verdadera capacidad de hacer justicia les recrimina la desaparición de 5 000 niñas, niños, hombres y mujeres, cuyos huesos ni siquiera entregan a sus familias para que los entierren y les recen.


Nada vale que 41 000 habitantes de Tamaulipas, cifra que no supera ningún estado, hayan huido de sus casas con el miedo y la muerte mordiéndoles las pantorrillas, soplándoles en la nuca.


Tamaulipas es, al igual que Guerrero, una llaga podrida, una herida de la que no sale pus y sanguaza, sino senos que amamantaron hijos, manos que acariciaron madres, sueños que quedaron enterrados bajo las piedras de quién sabe qué cerro reseco, a pocos metros del Río Bravo o del Río Grande, según el lado de la frontera en que se esté parado.


Aparte quedan las decenas de miles de víctimas directas y los cientos de miles de indirectas dispersas por Nuevo León, Coahuila y Veracruz, estados a los que principalmente se expandieron los cárteles tamaulipecos; y de Michoacán, cuyas estructuras delictivas descienden directamente de las mafias de la Frontera Chica.


Durante décadas, la televisión nos ha repetido una y otra vez la misma escena: un capo con la cara desencajada y la mirada clavada en sus zapatos; un todopoderoso convertido al instante en un pobre diablo por la convicción del Estado, cuyo brazo poderoso, encarnado en una enorme Policía Federal, atenaza el hombro del peor de los enemigos públicos. Así fueron las presentaciones de Juan García Ábrego y Osiel Cárdenas Guillén; más mórbida fue la presunción de la muerte de Heriberto Lazcano, con la exhibición pública de su rostro exangüe.


Pero Juan, Osiel y Heriberto nunca, ni en sus más locas fantasías, imaginaron que un presidente de México manejaría para ellos, algo de lo que sí pueden presumir Tomás y Eugenio, dos de los más acabados representantes de la casta tamaulipeca de los narcogobernadores, una dinastía tan bien lograda, que no sólo ha debido beber sus millones a escondidas, sino que además protagoniza páginas de las revistas de sociedad, recibe premios por su buen gobierno, come en los mejores restaurantes del país, sueña con mayores riquezas y mantiene intacto su privilegio de decidir sobre las vidas —y las muertes, el dolor y la desesperanza— de millones de mexicanos.
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Tamaulipas, el Narcogobierno


 



Amigos

Habla y habla un hombre de dos nacionalidades y tres lealtades: primero a la Policía Ministerial de Tamaulipas, luego al Cártel del Golfo y, después, a la DEA. Se llama César Eduardo García Martínez. Sus amigos le dicen Pollo Chicken, porque es un ser de ambos lados de la frontera que, como agente, ganó reputación con su participación en el asesinato de Guillermo González Calderoni, un emblemático comandante de la Policía Judicial Federal que había vendido su alma a Amado Carrillo Fuentes, el Señor de los Cielos, capo del Cártel de Juárez, y a Juan García Ábrego, jefe del Cártel del Golfo, al que el mismo Pollo pertenece.


En su calidad de sicario, el Pollo adquiere notoriedad por funcionar como una especie de secretario particular, un negociador personalísimo, de Osiel Cárdenas Guillén, jefe de la organización presente en la primera línea de responsabilidad de la violencia que define hoy a México.


Como informante de la agencia antinarcóticos de Estados Unidos y testigo de la Procuraduría General de la República (PGR), sus palabras retumban como la percusión de una metralleta calibre 50 disparada contra la clase política tamaulipeca:



Durante los meses de julio, agosto, septiembre y octubre de 1998 se hicieron entregas a Jesús Vega Sánchez [operador político y enlace del gobierno priista con el narcotráfico] para la campaña de Tomás Jesús Yárrington Ruvalcaba [gobernador de Tamaulipas de 1999 a 2005] y las cantidades oscilaban entre 400 [mil] y 800 000 dólares cada vez que se le entregó y los lugares donde se le hizo las citadas entregas fueron diversos.


Entre los meses de julio a octubre de 1998, entregué, en compañía de Rubén Ignacio Cavazos Salazar, un maletín con aproximadamente 500000 dólares en billetes de veinte y cien dólares americanos en el lobby del Hotel Residencial que se ubica en Matamoros, Tamaulipas, en donde se encontraban Jesús Vega Sánchez, Tomás Jesús Yárrington Ruvalcaba […], Baltazar Hinojosa [Ochoa, candidato del PRI al Gobierno de Tamaulipas en 2016] y otras personas que no conocí, y le entregué el dinero en un portafolios plateado en mano propia a Jesús Vega Sánchez.




En su nueva vida de delator, el Pollo adquiere el nombre clave de Óscar. Y Óscar habla y habla de lo que ha visto, escuchado, vivido:



A principios de octubre de 1998, Osiel Cárdenas Guillén me entregó 500 000 dólares para que a su vez se los entregara a Juan José Muñiz Salinas, el Bimbo [otro policía judicial con el doble pasaporte de agente de la ley y narcotraficante]. [El] dinero era también para la campaña de Tomás Jesús Yárrington Ruvalcaba, por lo que hablé por teléfono con el Bimbo y le dije que ya tenía el dinero que había mandado Osiel para Yárrington, manifestándome que me pusiera de acuerdo con Juan Carlos González Sánchez [la Torta, también policía ministerial y primo de Jorge Eduardo Sánchez Costilla, el Coss, otro agente judicial y futuro líder del Cártel del Golfo] para que se entregara el dinero a Jesús Vega Sánchez.


Me trasladé junto con Juan Carlos González Sánchez a la ciudad de Matamoros, Tamaulipas, a la casa de Tomás Jesús Yárrington Ruvalcaba, la cual se ubica en la calle de Nápoles número 7, cerca de la calle Tamaulipas, en el Fraccionamiento Río, primer sector. Afuera de la casa, nos abrieron la cochera e ingresamos y en una palapa que se encuentra en el patio estaba Tomás Jesús Yárrington Ruvalcaba [que había sido alcalde de la ciudad entre 1993 y 1995], Baltazar Hinojosa Ochoa [que sería alcalde de la ciudad entre 2005 y 2007] […]. Yo fui el que entregó el maletín a Jesús Vega Sánchez, el cual traía 500 000 dólares en billetes de cien y veinte dólares, y le dije que ese dinero era enviado por Osiel Cárdenas Guillén…




Antes, junio de 1998, Vega viaja a Reynosa para reunirse con un policía bien curtido en los negocios que interesan, un hombre llamado Juan José Muñiz, el Bimbo o Comandante Bimbo, en el restaurante La Mansión del Prado, en la calle de París.


Vega informa al Bimbo que Yárrington lo ha enviado a recolectar fondos para la campaña electoral.


—No importa de dónde vengan los fondos y los compromisos que se tengan que pactar. Nos urge dinero. Di a los comandantes que están en la frontera que junten dinero para la campaña y, a cambio, el candidato se compromete a dejarlos en los mismos puestos cuando sea gobernador —pide Vega, según el testimonio contenido en la averiguación previa.


—Yo solicito el dinero que piden a los comandantes, nomás tomen en cuenta que el dinero es del crimen organizado y ellos, como comandantes, van a tener que cumplir con los compromisos que van a adquirir —advierte el Bimbo, así, en plural.


—Por eso no te preocupes. Tomás está dispuesto a cumplir con los compromisos que se están adquiriendo. Por algo me envió a mí —presume Vega.


Estas escenas y otras más de lo que debiera ser un thriller ficticio que gira alrededor de distintas maneras de traicionar a los electores es, en realidad, un documental que se convierte en una trama de terror gore. Todo queda contenido en la averiguación previa PGR/UEIDCCS/012/2009 abierta por la Procuraduría General de la República (PGR). La versión utilizada en este reportaje aparece vertida en el recurso de amparo indirecto número 1298/2012-5 promovido sin éxito ante el Juzgado Primero de Distrito en Materia de Procesos Penales Federales por Tomás Jesús Yárrington Ruvalcaba contra su —tampoco exitosa— orden de aprehensión en México.


Aún si Yárrington fuera detenido hoy mismo, la impunidad prevalecerá pues, con elementos jurídicos suficientes para investigar a unos treinta políticos y empresarios tamaulipecos asociados con los cárteles, unos y otros integrantes de una misma red de desvío de recursos públicos, narcotráfico, lavado de dinero, extorsión a gran escala, asesinatos, secuestros, contrabando, abuso de poder y demás, la PGR del priista Enrique Peña Nieto ha optado no sólo por no seguirle los pasos a los socios del ex gobernador, sino por alentarlos, y es así como uno de ellos aspira a gobernar el estado con más desapariciones, desplazamientos por violencia y muertes violentas del país.


En México, los mafiosos de cuello blanco no caben en la lista negra.


La lista dorada


A fines de 2002, Antonio Peña Argüelles conoce al entonces gobernador Manuel Cavazos Lerma en el rancho del primero, un lugar llamado La Reforma situado en el kilómetro 22 de la Carretera Nacional Laredo Monterrey, un lugar al que acostumbran acudir políticos del momento a practicar cacería. Según Peña Argüelles, el gobernador de Tamaulipas llega con una distinguida compañía: el ex gobernador de Sinaloa y candidato perdedor a la Presidencia de México por el Partido Revolucionario Institucional (PRI), Francisco Labastida Ochoa.


La caza los amista y Cavazos pide a Ángeles que lo visite en Ciudad Victoria. Al mes, el empresario recibe una invitación del gobernador para que vaya, casi al momento, al hangar del gobernador en el aeropuerto de Ciudad Victoria. Así lo hace y se encuentra con que en ese momento Manuel Cavazos está recibiendo al secretario de Trabajo federal, Carlos Abascal.


Alguien pide a Ángeles que suba al autobús en que se transporta la comitiva del gobernador. En el mismo vehículo viajan Eugenio Hernández Flores, en ese momento alcalde de Ciudad Victoria y futuro sucesor en la gubernatura, y Ramón Durón Ruiz, secretario particular de Yárrington y quien será nombrado procurador hasta finales del sexenio.


La relación entre Yárrington y Ángeles se hace estrecha y así continúa hasta 2008, ya en el sexenio estatal de Eugenio Hernández. El hombre que será testigo colaborador posee la cualidad de ser un próspero ganadero a partir de un negocio bien llevado como contrabandista de fayuca, empresa que ha florecido en la Frontera Chica bajo la conducción de Juan N. Guerra, fundador del Cártel del Golfo, que antes fue el Cártel de Matamoros, una organización nacida en la ciudad que gobernaran Manuel Cavazos Lerma y Tomás Yárrington.


Ángeles conoce a las personas indicadas en ambos lados de la ley, aunque esa frontera en Tamaulipas es como una raya en el agua de un río.


La acusación ministerial incluye los cuatro testimonios íntegros de Antonio Peña Argüelles, a quien se le asigna el nombre clave Ángeles, que ofreció ante el Agregado Regional Adjunto de la PGR con sede en San Antonio, Texas, entre el 23 de mayo de 2011 y el 5 de junio de 2012, menos de un mes antes de las elecciones presidenciales de ese último año en que el PRI recuperaría la Presidencia de la República.


También ofrece la versión de un policía ministerial durante la administración de Yárrington, César Eduardo García Martínez, el Pollo, quien entrega grandes cantidades de dinero a Jesús Vega Sánchez, operador político de Yárrington desde que éste fue alcalde de Matamoros. El dinero es recolectado por el Bimbo entre personeros del cártel. Se convierte en testigo colaborador de la DEA bajo el nombre de Óscar. Y otra versión de José Salvador Puga Quintanilla, con nombre clave Pitufo, empleado del Cártel del Golfo y Los Zetas.


Los documentos estadounidenses y mexicanos sostienen que Yárrington y varios de sus colaboradores más cercanos, incluidos su predecesor Manuel Cavazos Lerma, su sucesor Eugenio Hernández y uno de sus hombres de mayor confianza y aspirante a gobernar el estado a partir de 2016, Baltazar Hinojosa Ochoa, mantienen tal cercanía con el narcotráfico que se confunden en un mismo grupo de poder.


Los papeles conforman un auténtico diccionario de personajes del narcotráfico y de la política tamaulipeca, pero unos y otros con alcance más allá de México. Y los muestra como parte de un mismo sistema de gobierno, uno real, de facto, independientemente de que algunos habiten las listas de los criminales más buscados y otros vayan del corte de listones de las obras públicas a las páginas de las revistas de sociedad.


Baltazar Hinojosa Ochoa. Candidato a gobernador por el PRI en 2016. Según la averiguación previa de la PGR, el alcalde de Matamoros entre 2005 y 2007 recibe dinero del Cártel del Golfo a cambio de ceder a la organización criminal los nombramientos en la Policía Municipal de esa frontera.


Tomás Yárrington Ruvalcaba. Gobernador entre 1999 y 2004. Fugitivo de la justicia de Estados Unidos.


Jesús Vega Sánchez. Operador de Yárrington y enlace con Juan José Muñiz Salinas. «No importa de dónde vengan los fondos y los compromisos que se tengan que pactar, nos urge el dinero», dice Vega a Muñiz, según el testigo colaborador César Eduardo García Martínez, el Pollo, identificado como Óscar.


Mario Solezzi García. Como candidato a la alcaldía de Matamoros recibe 500 000 dólares que entregó el Pollo en octubre de 1998 a Jesús Vega Sánchez. A cambio, permite que el Cártel del Golfo designe a los jefes de la Policía Municipal; un grupo de Los Zetas se convierte en su guardia personal. Otro aspecto de relevancia es que deja en la Presidencia Municipal a Baltazar Hinojosa. Egidio Torre Cantú, gobernador de 2011 a 2016, lo designa como jefe de la Oficina Fiscal del Estado.


Óscar Almaraz Smer. Secretario de Finanzas de Eugenio Hernández Flores, gobernador de 2005 a 2010. Acude a reuniones con el Cártel del Golfo en representación del Gobierno estatal para tratar asuntos relacionados con préstamos y apoyos económicos que la delincuencia organizada da a funcionarios del estado, según declara el testigo protegido José Salvador Puga Quintanilla, identificado como Pitufo.


Humberto Valdez Richaud. Alcalde interino de Reynosa entre 1999 y 2001. En ese municipio, una calle lleva su nombre. Recibe dinero del narco a cambio de entregar la jefatura policiaca. En 2014 es nombrado secretario general del Movimiento Territorial del PRI en Tamaulipas.


Juan José Muñiz Salinas, el Bimbo. Como agente de la Policía Ministerial, sirve de enlace entre políticos y narcotraficantes. Negocia apoyos económicos a campañas electorales, incluida la de Tomás Yárrington, a cambio de que el Cártel del Golfo designe comandantes policiacos. Es detenido el 17 de abril de 2008 cuando se desempeña como jefe de la Policía de Reynosa.


José Manuel Suárez López. Alcalde de Nuevo Laredo entre 2002 y 2004. Recibe 500 000 dólares del Pollo, según dicho de éste en calidad de testigo protegido, a cambio de entregar la seguridad pública de la ciudad al Cártel del Golfo.


Serapio Cantú Barragán. Presidente municipal de Reynosa entre 2002 y 2004. Cede al grupo delictivo la jefatura policiaca.


Alfredo Sandoval Musi. Subsecretario de Egresos de Yárrington, a quien administra algunas de sus propiedades obtenidas ilícitamente. Toma decisiones sobre el uso de recursos obtenidos ilegalmente.


Ricardo Gamundi Rosas. Operador político de Eugenio Hernández y dirigente estatal del PRI durante su gubernatura. En 2004, participa en reuniones a las que acuden Hernández Flores; Egidio Torre Cantú, gobernador de 2010 a 2016; y varios zetas, entre ellos su líder Heriberto Lazcano Lazcano. La PGR lo investiga por lavado de dinero y vínculos con el narcotráfico.


Manuel Montiel Govea. Jefe de prensa de Yárrington quien sirve como su prestanombres en la adquisición de periódicos y estaciones de radio.


Francisco Tomás Cayuela Villarreal. Procurador de Justicia con Yárrington Ruvalcaba. Un ex policía declara sobre él: «Recoge un millón de dólares por semana de las comandancias de la Policía Ministerial […]. Cayuela Villarreal me informó que el dinero provenía de las cuotas que se cobran a los narcos para que puedan trabajar en Tamaulipas, Esa cantidad de dinero supuestamente va a ser utilizada por el gobernador Tomás Yárrington Ruvalcaba en su campaña política para la Presidencia de la República». Rubén Hernández muere un año después, en agosto de 2005, liquidado en el interior del Penal de Reynosa con una pistola calibre .38.


Alfonso Salazar Arzola. Secretario de Turismo de Yárrington. Es mencionado como su prestanombres.


¿Cuáles fueron los compromisos que aceptaron los políticos? ¿Qué dieron los funcionarios a cambio de las maletas con millones de dólares?


Parte de la respuesta está en la boca de Francisco Alberto Vázquez Guzmán, Rufino, otro testigo protegido que fue operador del cártel:


[El] procurador Francisco Cayuela, obedeciendo las órdenes de Osiel Cárdenas Guillén, nombraba a los comandantes de plaza que le sugería […]. Otra de las formas de apoyo que daban el procurador Francisco Cayuela y el gobernador Tomás Yárrington Ruvalcaba a la organización era dejar pasar la droga por todo el estado, no molestar a los vendedores de droga, avisar de los operativos que se iban a practicar, a fin de que Osiel Cárdenas Guillén no estuviera en ese momento, tanto Yárrington como Francisco Cayuela, a través de los servidores públicos responsables en ese tiempo de la seguridad pública, omitían cumplir sus funciones y permitían el trasiego de la droga como es marihuana y cocaína, sin que nadie los molestara, ya que eran apoyados por todas las autoridades. No cabe perder de vista que la droga [cocaína y marihuana] era transportada desde Guatemala a Matamoros y Valle Hermoso, Tamaulipas, y su destino final era Estados Unidos de Norteamérica.



Las reuniones se extienden y las imposiciones de responsables de la seguridad pública también. No hay ciudad en que no haya un sujeto designado por el narcotráfico como responsable de la seguridad pública de quienes ahí viven. Los pactos continúan tras la detención de Osiel, en 2003, y el fin del mandato de Yárrington, en 2005.


Los narcos son el Coss y Heriberto Lazcano, líder de Los Zetas, militares desertores de élite quienes han de instaurar un nuevo método delictivo basado en la violencia generalizada contra la población.


Habla José Salvador Puga Quintanilla, ex zeta, renombrado para el asunto judicial como Pitufo:



Una segunda reunión se llevó a finales del mes de abril de 2004, en una quinta propiedad de Alí Rodolfo Lara Nájera, uno de los secretarios de Tomás Yárrington, ubicada en el kilómetro siete de la carretera Victoria a Matamoros […]. Tengo conocimiento que es propiedad de Alí porque me lo dijo Ricardo Gamundi Rosas. En esta reunión estuvieron presentes Eugenio Hernández Flores, Ricardo Gamundi Rosas, Rodolfo Torre Cantú, Fernando Alejandro Cano Martínez [repasa una lista de operadores del Cártel del Golfo y de Los Zetas], Heriberto Lazcano Lazcano, alias Z-14, [y] el de la voz.


Nos encontrábamos ubicados detrás de Heriberto Lazcano Lazcano, a una distancia aproximada de un metro, cuando le dijo a Eugenio Hernández Flores que quienes harían los pagos y movimientos que le fueran requeridos dentro de su gabinete de Gobierno una vez que fuera gobernador, serían Los Zetas, a través de Alberto González Xalate, el Paisa; Rogelio Díaz Cuellar, el Rojo, así como el de la voz, debido a que éramos los que estábamos en la plaza de Ciudad Victoria.


En esta reunión me tocó transportar de Valle Hermoso a Ciudad Victoria la cantidad de veinticinco millones de dólares, en diez maletas, en una camioneta Avalanche negra y, ya en la palapa del rancho, bajé las diez maletas y poniéndolas a la vista de Eugenio Hernández Flores, le manifesté que contenían veinticinco millones de dólares que le entregaba Heriberto Lazcano Lazcano. Eugenio Hernández Flores agradeció a Lazcano la entrega y ordenó a Ricardo Gamundi Rosas, Eduardo Rodríguez Berlanga, la Conga, y Fernando Cano Martínez que subieran las maletas con el dinero a una camioneta Suburban de color blanco.




Cuando los políticos priistas de Tamaulipas, primero, y luego de Veracruz y Coahuila, pactan con Los Zetas, lo hacen con la misma inteligencia con que un pastor quiebra las patas de sus ovejas y abre el corral a los lobos.


Un político pobre es un pobre político


La investigación que ha ocasionado la fuga de Yárrington no es originalmente mexicana. El expediente B-12-435-S1 refiere que el dinero ilegal llegó a manos de Yárrington a través de la Policía Estatal y, en diciembre de 2012, autoridades de Estados Unidos confiscaron un condominio identificado como suyo en Isla del Padre, Texas.


Yárrington, ex alcalde de Matamoros, el mismo lugar del que es originario el capo más viejo y más impune de todos, Juan N. Guerra, parece bien copado por las autoridades de Estados Unidos. Lo imputan cortes de los distritos sur y oeste de Texas, investigaciones de Seguridad Nacional, la DEA y el Servicio de Impuestos Internos de Investigación Criminal.


Sus actividades criminales también han sido seguidas por el Grupo de Trabajo contra el Crimen Organizado y Control de Drogas en Brownsville, San Antonio y Houston.


Según las acusaciones, Yárrington acepta millones de dólares en sobornos del Cártel del Golfo y su entonces brazo armado, Los Zetas, e invierte el dinero en bienes raíces en Texas. Se le imputa a él y a su socio Fernando Alejandro Cano violar las leyes federales contra el crimen organizado.


Los fiscales federales del sur de Texas documentan que Yárrington ha recibido dinero ensangrentado desde antes de asumir la gubernatura. A cambio, permite el libre tránsito de drogas a través de Tamaulipas y su Frontera Chica, la región más cercana y de fácil acceso al sur y al este de Estados Unidos, la porción del mundo con mayor prevalencia de consumo de drogas ilícitas.


Antes de huir en las narices del gobierno que lo ha investigado, la administración del panista Felipe Calderón, Yárrington logra dar una versión pública en entrevista con Carmen Aristegui, en la primera emisión de Noticias MVS.


Tomás acepta conocer al empresario Cano, pero niega relaciones comerciales o de cualquier otro tipo con él.


Alega a favor de su inocencia y recurre a la rutina de decirse víctima de un linchamiento mediático, de ser un perseguido político, pues la investigación había iniciado en 2009, pero la PGR ha causado el estruendo hasta la víspera de las elecciones del candidato priista Enrique Peña Nieto, quien gana los comicios y emite una lista negra con los ciento veintidós «objetivos criminales prioritarios» en que no aparecen los nombres de Cavazos, Yárrington ni Hernández.


***


La investigación indica que Yárrington recibe sobornos por operaciones comerciales en México a través de la empresa Materiales y Construcciones Villa de Aguayo, S. A. de C. V., empresa bajo la propiedad formal de Fernando Alejandro Cano Martínez, un ejecutivo cercano a Yárrington.


En la lista de funcionarios que arrojan las pesquisas norteamericanas y la indagatoria, ese breve diccionario del priismo tamaulipeco contemporáneo, figuran también Napoleón Rodríguez de la Garza, Eduardo Rodríguez Berlanga y Zonia de Pau García, quienes se convertirán en testigos protegidos.


El 12 de agosto de 2008, De Pau García, esposa de Fernando Cano Martínez, empresario y prestanombres de Yárrington, demanda el divorcio a Cano y reclama la repartición de bienes. Es así como un pleito de alcoba destapa la riqueza de un hombre cuyo único mérito conocido es su amistad con Yárrington.


Las propiedades de Cano incluyen constructoras, desarrollos inmobiliarios y turísticos, medios de comunicación, una empresa de televisión por cable, parques industriales, aviones, así como 3 893 hectáreas, entre ranchos y terrenos rústicos y urbanos ubicados en la entidad.


Además, diecisiete empresas de bienes raíces de Estados Unidos, supuestamente creadas por Cano a través de Adrián Gracia Martínez, otro prestanombres. Con ellas, según los documentos, éste adquiere al menos treinta y tres lotes y un condominio en Isla del Padre, en Brownsville y en otras localidades del condado de Cameron, Texas.


«De tener una pequeña empresa trituradora de materiales, Cano se convirtió en uno de los hombres más ricos de Tamaulipas. Pero fue en el sexenio de Tomás Yárrington cuando sus compañías Materiales y Construcciones Villa de Aguayo y Gifer obtuvieron la mayoría de los contratos de obra pública», apunta la revista Proceso.


En el Portal de Obligaciones de Transparencia, la empresa Construcciones Villa de Aguayo, S.A. de C.V., tiene al menos dieciocho fichas relacionadas con contratos, licitaciones o ampliaciones por parte de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. Algunos contratos se formalizaron después de que Yárrington terminara su gestión.


En el registro de Compranet, portal electrónico de contrataciones y adquisiciones gubernamentales, consta que de 2002 a la fecha ambas se han adjudicado contratos de obras estatales y federales en Tamaulipas por más de dos mil millones de pesos.


En su demanda de divorcio, De Pau García aporta información del Registro Público de la Propiedad alusiva a veinticinco predios ubicados en los municipios de Victoria, Altamira, Soto la Marina, Río Bravo, Reynosa y Matamoros que aparecen a nombre de Cano y suman 1760 hectáreas. En ese documento no se incluyen las 1 600 hectáreas del Puerto Industrial de Altamira, que Cano compró al Gobierno estatal en 2002, cuyo valor estimado es de treinta y dos millones de dólares, y que antes Yárrington expropió a razón de 380 dólares por hectárea. Los bienes inmuebles son una lista por sí mismos: predios en Ciudad Victoria, Soto la Marina, Río Bravo, Reynosa y Matamoros, un con avalúo calculado en 5.28 millones de dólares.


Aunque Yárrington se ampara alegando violaciones a sus garantías constitucionales y contra los actos del Ministerio Público de la Federación, el 27 de febrero de 2015 el juez de amparo valida el mandato de captura girado contra el ex gobernador.


***


La de Tamaulipas es una delincuencia organizada que lo toma todo. Seis o siete décadas atrás, el clan de Juan N. Guerra y los gobernadores, a partir de la década de los treintas, comienzan la fructífera relación política y empresarial que prospera hasta el Cártel del Golfo y Los Zetas.


Yárrington gobierna entre 1999 y 2005, lapso en que el priista lleva a los tamaulipecos a una deuda pública de casi novecientos millones de pesos, la cual fue heredada a la gestión de Eugenio Hernández Flores.


A la vez, tras la conclusión del gobierno de Yárrington, la Subsecretaría de Egresos de Tamaulipas admite la existencia de un subejercicio en obras públicas y programas sociales. Eugenio Hernández queda señalado de desviar dinero público a la preprecampaña de Tomás Yárrington a la Presidencia de la República.


La aspiración de Jesús Tomás a la Presidencia de la República inicia desde antes de que terminara su mandato como gobernador.


Yárrington declina a favor de Arturo Montiel Rojas, predecesor de Enrique Peña Nieto en el Gobierno del Estado de México y padrino político del hoy presidente de la República.


Arturo Montiel queda fuera de combate tras la revelación de su enriquecimiento ilícito y el abanderado perdedor del PRI, Roberto Madrazo Pintado, a quien nunca se le deja de presentar como un político corrupto, pierde la carrera ante el panista Felipe Calderón.


***


Si se busca un mecanismo con el que el crimen organizado en México se haya sobrepuesto en prácticamente todos los sectores de la economía formal, hay que leer el caso judicial contra los gobiernos estatales de Tamaulipas.


Yárrington viene y va por la vida con Ángeles a un lado. El fayuquero conoce así a todo el gabinete del gobernador, a sus operadores políticos y a sus prestanombres, porque, pronto queda claro, el político es un hombre con muchas propiedades.


Tan cercanos se hacen Ángeles, el contrabandista, y Tomás, el gobernador, que en los hechos, el primero funciona como secretario particular del segundo. El empresario ahora respetado no sólo acuerda con narcotraficantes, sino acompaña a Yárrington a reuniones con gobernadores.


La discusión política de fondo entre los amigos es una: el próximo presidente de México habrá de ser un tamaulipeco y ése es Tomás Jesús Yárrington Ruvalcaba.


En septiembre de 2004, hacia el final de la gubernatura, Tomás Yárrington y Ángeles están en el Hotel Hilton de Nuevo Laredo. Descubren que el cantante Juan Gabriel ofrece esa noche un concierto en el palenque de la feria. Se entusiasman y deciden ir. En el camino, Yárrington, el mandatario, ordena al teniente Casillas, el jefe oficial de su escolta, que coordine la salida de los mañosos del palenque. Al día siguiente, todo el pueblo habla de la coincidencia.


Ángeles atestigua cómo en los traslados de Yárrington, incluidos en los que acude a inaugurar clínicas o entregar calles pavimentadas, se unen a su caravana de seguridad camionetas del Cártel del Golfo para sumarse a su protección. Cuando el gobernador considera que la presencia de sus amigos puede ocasionar problemas, él mismo ordena que los vehículos de la mafia se desafanen de la comitiva y esto ocurre en un instante.


El priista es amo del bien y señor del mal.


En el mismo mes de septiembre de 2004, el presidente municipal de Nuevo Laredo, José Manuel Suárez López, entrega cincuenta millones de pesos en efectivo para financiar los sueños presidenciales de Yárrington. La plata, aclara el propio Suárez a Ángeles, proviene de la venta de unos terrenos municipales en la zona de la aduana.


Para ser uno de once hermanos crecidos en la adversidad de Matamoros, la vida le sonríe a Yárrington.


Tiene la casa de Puerto Isabel, levantada antes de cruzar el puente que lleva a Isla del Padre, en Texas. Tiene una linda fachada color rosa sobre un terreno de veinticinco metros de frente y, en su fondo, la vista de la laguna. La propiedad es de tres niveles: en la planta baja hay cocheras para cuatro vehículos, en el segundo nivel se distribuyen cuatro recámaras y en el tercero está la cocina, la sala de televisión, la sala y el comedor.


Cerca de ahí, en el edificio de cristal que asemeja una bota, y así se le llama, Yárrington tiene un departamento de doscientos metros cuadrados.


En la Ciudad de México, en la lujosa calle Rubén Darío, en Polanco, el político recibe a sus colegas nacionales en su apartamento de trescientos metros cuadrados con vista a la jaula de las jirafas del Zoológico de Chapultepec. Ahí departe y se toma fotos con Roberto Madrazo, quien ganaría la nominación priista en 2006, y Elba Esther Gordillo, la aún todopoderosa lideresa del Sindicato Nacional de los Trabajadores de la Educación.


Cano Martínez habrá de facturar mil doscientos millones de pesos a través de Construcciones y Materiales Villa de Aguayo, S.A. de C.V., y ochocientos millones de pesos vía Gifer, S.A. de C.V. durante los mandatos de Yárrington y de Hernández, de 1999 a 2010: casi medio millón de pesos cada día.


Yárrington es, también, un hombre de negocios en los medios de comunicación y, a través de un tercero, se hace de la Compañía Periodística del Pánuco, S. A. de C. V., casa editora del rotativo La Razón de Tampico y los diarios Expreso, publicados en Ciudad Victoria, Mante y Matamoros. Lo mismo ocurre con el grupo radiofónico Mi Radio, con señal en Miguel Alemán, Nuevo Laredo, Reynosa, Matamoros, Camargo y Pánuco, Veracruz, estado que también han comenzado a devorar el Cártel del Golfo y Los Zetas durante el mandato del también priista Fidel Herrera Beltrán (del 1 de diciembre de 2004 al 30 de noviembre de 2010), a quien se acusará, también sin ninguna consecuencia legal, de ser un gobernador del narco.


Tomás es insaciable. Otro suplente de su nombre en la integración de empresas y la adquisición de bienes es Eduardo Rodríguez Berlanga, la Conga, quien aparece como titular de Constructora Janambres, S. A. de C. V., y GMC Construcciones, S. A. de C. V., que contratan, cada una, seiscientos millones de pesos de obra pública durante la administración de Eugenio Hernández Flores (5 de febrero de 2005 al 31 de diciembre de 2011).


Berlanga posee la Hacienda San Juan, un rancho cinegético de 2 600 hectáreas —equivalentes al ochenta por ciento de toda la delegación Cuauhtémoc de la Ciudad de México— adquiridas en dos momentos, en Soto la Marina, una propiedad que cuenta con pista de aterrizaje de concreto de una milla y hotel para los cazadores con capacidad para doscientos cincuenta huéspedes.


La Conga es dueño de otro rancho, El Colmenar, en la Sierra de Maratines: 600 hectáreas de vergel y pastizal para mil reses de raza Brangus Rojo, toros de engorda que en un par de años alcanzan la tonelada de peso.


Existe otro predio, éste a diez kilómetros de Ciudad Victoria rumbo a Monterrey, Nuevo León, desde cuyo bar se aprecia el palenque de gallos, la pista de carreras de caballos, las caballerizas de animales finos, los corrales de ovejas, las huertas de agave, de naranjas y de tomate. El dueño en el papel es un hombre cuyo apodo lo dice todo: el Carga Pacas.


Al final de su gobierno, de instalar a un sucesor que camina su mismo camino y de declinar sus pretensiones presidenciales a favor del grupo político priista mexiquense que alcanzará el poder absoluto, porque así se ejerce la presidencia en México, Yárrington inicia una consultoría política llamada Osaka, que ofrece servicios de asesoría a otros gobiernos priistas. El lema de la firma bien podría ser algo parecido a esto: «Así como le hice yo, le pueden hacer ustedes».


Enemigos


Ángeles, Peña Argüelles, empresario y ranchero de Laredo, Texas, amigo y delator de Yárrington, confiesa ser intermediario entre Los Zetas y el narcogobierno de Tamaulipas, y lavar dinero de uno y otro grupo, si no es que se han convertido en un mismo equipo ya.


Yárrington también es vinculado con el asesinato del ex candidato a la gubernatura Rodolfo Torre Cantú, hermano del actual gobernador Egidio, ocurrido en junio de 2010.


La Corte de Texas, tras la acusación interpuesta por la DEA, revela que Peña Argüelles recibe el 29 de noviembre de 2011 un mensaje del presunto líder de Los Zetas, Miguel Ángel Treviño Morales, el Z40: «Su hermano [Alfonso] ha estado diciendo que usted y Tomás Yárrington, junto con [Jorge Eduardo] Costilla [en ese momento líder del Cártel del Golfo] asesinaron al candidato a gobernador Rodolfo Torre Cantú porque afectaba al negocio de la construcción y estaba patrocinado/protegido».


Ese mismo día, Alfonso Peña, hermano de Antonio, es encontrado muerto en Nuevo Laredo. Junto al cuerpo había una manta en la que se acusaba a Antonio de supuestamente haber robado cinco millones de dólares de Los Zetas.


Rodolfo Torre Cantú es candidato en 2010 de la alianza conformada por el PRI, el Verde Ecologista de México (PVEM) y Nueva Alianza (Panal) a la gubernatura de ese estado. Seis días previos a la elección, el 28 de junio, un comando armado intercepta a Cantú y lo asesinan junto a cuatro de sus acompañantes.


En 2012, la PGR informa que Eduardo Costilla Sánchez, el Coss, líder del Cártel del Golfo, ordena a su grupo de sicarios asesinar a Cantú tras negarse a realizar operaciones de lavado de dinero y otros negocios del crimen organizado.


En diciembre de ese mismo 2012, el testigo protegido identificado como Pitufo declara a la PGR que Rodolfo Torre Cantú es llevado por Eugenio Hernández y Tomás Yárrington a reuniones con Heriberto Lazcano, el Lazca.


El 7 de octubre de 2012, durante un recorrido en Sabinas, Coahuila, elementos de la Marina supuestamente responden a un tiroteo en el que muere Heriberto Lazcano, quien se ha ocultado durante meses en el estado que recién dejara Humberto Moreira y a quien se ha apartado por otro escándalo de corrupción de la dirigencia nacional del PRI, presidencia impulsada por el grupo político de Enrique Peña Nieto.


El primero de abril de 2014, gracias a su colaboración e información, el mexicano Antonio Peña Argüelles, Ángeles, es sentenciado en San Antonio, Texas, a dos años y medio de cárcel, después de que una corte federal lo encontrara culpable por delitos de lavado de dinero y nexos con el narcotráfico.


***


Antes de que el escándalo estalle, el nombre de Hernández se nomina al gabinete de Peña. Hay quien sostiene que irá a Pemex, pero el huracán lo mantiene a un lado de los reflectores, aunque no de la vida social ni empresarial.


Se lee en un boletín publicado el 19 de junio de 2015 por la DEA, principal agencia antidrogas de Estados Unidos:


Una acusación se ha abierto oficialmente contra Eugenio Hernández Flores, ex gobernador de Tamaulipas, México, de conspiración para lavar instrumentos monetarios y de ayudar e instigar el funcionamiento de un negocio de transferencia de dinero sin licencia para transmitir, anunció el agente especial de la DEA Joseph M. Arabit, a cargo de la División de Houston y el Fiscal Federal Kenneth Magidson.



La información establece como coacusado de Hernández, entonces de 57 años de edad, a su cuñado y prestanombres Óscar Gómez Guerra.



El gobierno de EU tiene la intención de buscar un juicio por dinero personal de los dos hombres por la cantidad de treinta millones de dólares. También se incluye en la acusación un aviso de confiscación penal de cuatro propiedades reales, tres de las cuales están ubicadas en McAllen, Texas, y son valorados en más de dos millones. La otra propiedad se encuentra en Austin.


Si es declarado culpable de la conspiración para el lavado de dinero, enfrentarán hasta veinte años en prisión federal y una multa de hasta 500000 dólares (o el doble del valor del instrumento monetario o fondos involucrados en las transacciones o ambos). También enfrentan hasta cinco años en una prisión federal y una multa máxima de 250 000 si declarado culpable de operar un negocio de dinero sin licencia para transmitir.


Ambos hombres son considerados fugitivos y está pendiente una orden de arresto en su contra. Cualquier persona con información sobre su paradero ponerse en contacto con la Drug Enforcement Administration (DEA) al 713-693-3000.




Pero en México, Eugenio Hernández va y viene. Por allá se abraza con un político, por acá come en un restaurante de cortes argentinos. Se ha divorciado y sostiene un noviazgo con Ana Garza Cantú, hija de Ramiro Garza Cantú, uno de los hombres más ricos de Tamaulipas y dueño del diario La Razón, periódico editado en la Ciudad de México y convertido en medio de ataque a quien contravenga los intereses políticos de la administración de Enrique Peña Nieto, destacadamente el Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.


Ramiro Garza Cantú es contratista del gobierno mexicano, precisamente de Pemex, y su nombre aparece en los Panama Papers, la gigantesca filtración periodística que revela un esquema global de lavado de dinero y evasión fiscal. Además, el despacho panameño tiene o tuvo como su cliente a Juan Armando Hinojosa, dueño de Grupo Higa, otro empresario del sexenio de Peña Nieto y quien dio la llamada Casa Blanca de las Lomas de Chapultepec a Angélica Rivera, esposa del presidente. Un dato más de Hinojosa: también es tamaulipeco.


También Hinojosa, también de Tamaulipas y también relacionado en la averiguación previa PGR/SIEDO/UEIDCS/012/2009 es el candidato que el PRI ha propuesto para suceder a Manuel Cavazos, Tomás Yárrington, Eugenio Hernández y Egidio Torre en la silla de gobierno.


Baltazar Hinojosa funge como alcalde de Matamoros entre 2005 y 2007, años en que el estado es propiedad del PRI y del Cártel del Golfo, y ese municipio es cuna del cártel, sede del gobierno de facto que durante décadas ejerce Juan N. Guerra.


A partir de 2015, como presidente de la Comisión de Hacienda en la Cámara de Diputados, Baltazar Hinojosa funciona como la mano derecha del Secretario de Hacienda y Crédito Público, Luis Videgaray, en el Congreso. Videgaray es, como Peña Nieto, otro beneficiario de Grupo Higa: la empresa le vende, en la menos grave de las posibilidades, una casa en el Club de Golf Malinalco, Estado de México, con intereses por debajo de los existentes en el mercado financiero legal.
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